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26364 Sala P"mera, R""Ur<l' de ampam numero lJ511984
Sentencia numero !05/1984. de 15 de nOl'lemhre

la Sala Pnmera del Tribunal ConstitucIOnal. compuesta por
don Manuel García·Pelayo i\lonso. Presidente: y don Angel Latorre
Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo. dolÍa Glon&-Ilegue
Cantón. don Rafael GÓmez·Ferrer Morant ~ don "'ngel. Escudero
del Corral. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENtENCIA

en el recurso de amparo número 1SSI I984. formulada 'por el
Procurador de los Tnbunales don Enrique Sorribes Torra. en
nom.bre y represe~tación de don Antonio Mena Navarro. don
Danolo Fregnan G,rardello. don Gregorio Simón Sanchez y dOlÍa
FeliCitas Arcas Angulo contra las sentencias de la Sala Primera de
lo Contencioso·Administrativo de la Audiencia Territorial de
Barcelona. de 10 de diciembre de 1982. y de la Sala Cuarta del
Tribunal ~upremo., de 21, de noviembre de 1983. Y en el que ha
comparecido el MinisterIO fiscal. síendo ponente la Magistrada
dolÍa Gloria llegue Canoón, quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

l. Incoado expediente de declaración de ruina del edificio sito
en el número 70 de la rambla de Capuchinos de Barcelona a
mstancia de sus propietariOS -expediente en el que comparecieron
los arrendatarios de distintos locales y viviendas que integran
aquella finca. entre los cuales se hallaban los ahora solicitantes de
amparo-. ~l Ayuntamiento de la ciudad condal. por resolución de
1S.de sephembre de 1980. acordó denegar la referida declaración de
ruma.

Dicha resolución fue notificada a los abora demandantes de
amparo -don Antonio Mena Navarro y otros-. quienes., según'
afirman. no volvieron a saber nada del asunto. que creían definíti.
vamente zanjado. hasta el dia 22 de febrero de 1984. en que el
admlRlstrador de la tinca comunkó a uno de ellos. arrendatario de
la misma~ que existía una resolución del Tribunal Supremo que
declaraba el estado de ruina del inmueble en cuestión.

De la copia de la referida resolución judicial. sentencia de 21 de
nov'embre de 1983. resulta que la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo vino a resolver en sentido estimatorio el recurso de
apelación interpuesto por los propietarios del inmueble contra una
sentencia anterior. de 10 de diciembre de 1982. de la Sala Primera
de lo Conteneioso·Administratívo de la Audiencia Territorial de

.1 Barce,lona. que habia confirmado el acuerdo municipal antes
mencIOnado.

2. .Por escrito presentado en este Tribunal Constitucional el 7
~e marzo de 1984. el señor Mena Navarro y··otros tres más
Interponen recurso de amparo contra las dos mencionadas senten·
cias. Los demandantts solicitan de este Tribunal que declare la
nulidad de las dos sentencias impugnadas y disponga la retroacción
~e las a~tl:l~cíones al mome'lto in~ediatamenteposterior al de la
IRterposlclon del recurso contenclOso-admÍnistrativo ante la Au­
diencia Territorial de Barcelona. imponiendo las costas del presen­
te recurso a la parte o partes que mantuvieran posicicnes infunda­
das si se produjeren con temeridad o mala fe o con abuso de
derecho.

,. Igualment~ solicitan mediante otrosi la suspensión de la 'ejecu­
Clon Y/o efectos de la sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal
Suuremo ,hasta Que se diete sentencia definitiva por este Tribunal
('on~tltu('~onal. por e~1t~f!der Que la ejecución mencionada les
ocasl.onana· unos pel)UICIOS que h1\rian perder al amparo su
finalidad. '.

?,or lo Que res~a a la pretensión principal. los recurrentes
entienden que las resol~ci~n~s Judic~ales impugnadas han violado
su derecho a la tutela JudiCial efectIVa consagrado en el artículo
24.1 de la Constltudón. e invocan como fundamento de su
pretensión la doctrina establecida por este Tribunal en la sentencia
nlimero 63/1982 y en la de 31 de marzo de 1981. sobre el
emplazamiento en el proceso contencioso-administrativo. afirman­
do qu~ estaban plenamente identificados a partir de los datos del
expediente.

3. Por providencia de 21 de marzo pasado. la Sección Primera
de la Sala Primera de este Tribunal acuerda admitir a trámite la
demanda de amparo interpuesta por don A.ntonio Mena Navarro
y otros. sin perjuicio de lo que res.ultare de los antecedentes. y tener
por personado y parte. en representación de los mismos. al
P~ur~~or don ~nrique So¡ribes Torra. asi como requerir. en
ap!lcaclon de l~ dl~puesto en el anículo 51 de la ley Orgánica del
Tribunal ConstttuclOnal (LOTC'). la remisión de tesumonio de las
correspondientes actuaciones a la Sala Cuarta del Tribunal Supre-
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mo y ala Sala p'rimera de lo \ontenciGSO-'AdmtnlstraUH) la
.<\udiencla Territorial de- Barcelona y el emplazamiento por dt,hot>
órganos judiciales de quienes fueron parte en los menl'lonados
procedimientos. a excepción de los recurrentes. para -que puedart
comparecer en el presente- proceso constitucIOnal. -\Slrntsmo.
acuerda formar la correspondiente pteza separada para la sustancIa­
ción del incidente de suspensión de la ejecución del acto recurndo.

- 4. Por providencia de 9 de. mayo de 1984. la Sección acuerda
tener por recibidas las- actuaciones remitidas Por los retendo!J
órganosJudiciales y por personado y parte~ en nombre Y' representa­
ción de doña Nuria de Quadras y Feliú y otros -usufructuana v
nudos propietarios pro indiviso. respectivamente. del Inmueble
antes citado-. al Procurador don Adolfo Morales Vilanova, as.
como conceder. conforme a lo establecido en el articulo 52 de la
LOTe. al Ministerio FiscaJ y a los .Procuradores señores Sornbe§
Torra y Morales Vilanova un plazo común de veinte días para que.
dentro del mismo; forlhulen las alegaciones que estimaren pertl.
nentes. _

S. En !lU escrito de alegaciones el Ministerio Fiscal interesa de
este Tribunal la estimación parcial del amparo. declarando la
nulidad de la sentencia del Tribunal Supremo y retrotrayendo las. '
actuaciones procesales al momento inmediatamente anterior a la
providencia por la que se admitió la apelación ante dicho Tribunal.
con el fin de que. previo el oportuno emplazamiento personal.
puedan ,comparecer en la segunda Instancia los ahora salidtantes
de amparo.

Los argumentos en los que el Ministerio Fiscal apoya su
pretensión pueden resumlfSe asi:

a) Es claro que. dada su condición de- inquilinos del editit'lo
cuya declaración de ruina se instó. los recurrentes en amparo teman
la consideración de parte demandada en los procesos JudiCiales
promovidos. de' acuerdo con el articulo 29.l.b) de la ley l1e 1_
Jurisdicción Contencioso-Administrativa (U). pues se les denva­
ban derechos del acto municipal impugnado y debieron ser
emplazados en dichos procesos de· modo personal y directo y no
por medio de las publicaciones edictales que contempla el artículo
60. en relación con el 64. de la propia ley. ya que. como h_
declarado reiteradamente este Tribunal Constitucional. tales pubh­
cacíones no son forma idónea de realízar el principio de contradic­
ciónprocesal.

b) De ahí debe concluirse que. al no haber sido emplazados los
ahora recurrentes en debida forma. han visto lesionado su derecho
a una efectiva protección jurisdiccional y han de ser amparados por
este Tribunal. .

c) No obstante. dadas las particularidades que presenta el caso
-al haber sido reconocido plenament,e el derecho de los recurrentes
en pnmera instancia. pues la sentencia de la Audiencia confirmó el
acuerdo municipal denegatorio de la declaración de ruina del
edificio Que ocupaban como arrendatarios-. el amparo de este
Tribunal no parece que deba oto~rse con relación a la sentencia
dictada por la Audiencia Territonal de Barcelona. sino solamente
a propósito de la dictada por el Tribunal Supremo. que al revocar
la de Instancia y anular los acuerdos municipales declaró la .
procedencia de la declaración de ruma del edifi~io.

d) Aunque. en principio. sólo pueden ser partes en una
segunda instancia quienes lo fueron en la primera. no hay reparo
algunQ en admitir que en ciertas situaciones. como la presente.
pueden comparecer. sí así lo piden. quienes indebidamente no
fueron emplazados en primera instancia. Y ello porque no ha de
perderse de vista que a los recurrentes se les ha desconOCido un
derecho fundamental y que. en la medida que. el ordenamiento
jurídico debe ser interpretado desde la ConstitUCión. ha de encon­
trarse un cauce juridico para la reparación de aquella vulneraclon.
que en este caso no puede ser otro que la anuladón de ·la sentenCIa
del Tribunal Supremo y consiguiente emplazamiento en el proceso
de apelación.

e) Tal soludón viene. ademas. avalada por Ta.zones de econo~

mía procesal. bien entendido que en la segunda instancia los
recurrentes pueden alegar lo que a su IDterés convenga con la
amplitud de practica de pruebas que permite el artículo 100.1 de la
U. siendo. por otro lado. aplicable «mutatis mutandis» al presente
supuesto la SolUCIón a que llegó. en un caso próXimo al m1....mo. la
sentencia de este Tribunal número 4/1984 y a la que no es contrana
tampoco la número 102/1983.

6. Por su parte. la representación procesal de dona '.illJ'ia de
Quadras y Feliú y otros solicita de esle Tnbunal que,dicte sentenCia
no dando lugar al recurso de amparo. basandose para dio en los
siguientes fundamentos:

a) Los ahora recurrentes en amparo. que comparecieron en d
expediente administrativo. fueron emplazados a traq's d(' la
publicación del correspondiente edicto en el «Boletín Ofic131 de la
Provincia de Barcelona» en el proceso int.'oado ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia .Territonal de esa
ciudad.
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hl Los ahora solicitantes de amparo no han '\ufndo IOdefen~
líón alguna pOr el hecho de haber sido emplalados de esa forma.
Y<l Que el emplazamiento se ha producido de ó.l(:uerdo con lo
establetldo en la U,

f) I:.n ¡O~ procesos conl-"11cioso..administratlvos sólo es preciso
emplaza,· directamente a la Administración úemandada. no a los
.ercero.... afectados Indirectamente por el acto Impugnado. como tos
ahora recurremes en amparo. que ni pueden ni deben ser demanda­
dos directamente. ya que cl ÚniCO derecho que ostentan es el de
comparecer como coadyuvantes y para ello basta con el emplaza­
miento medHmte edictos en los diarios ofinales correspondientes.

d) Habida cuenta de las diferentes consecuencias de la no
comparecencia en procesos judiciales segun que éstos estén dirigi­
dos contra determinadas personas o contra acuerdos de la Adminsi­
traClOn. en este segundo supuesto al defender la ~dministradón su
poslc!on detiende 'al propio tiempo el derecho de los que pueden
I't"sultarpenudicados de forma indirecta por 'la sentencia que
recaiga en el proceso. Por ello en esta clase de procesos existe
SIt;'m pre qUien defiende al partIcular que puede resultar afectado.
sm qu~ pueda tampoco alegarse aquí inoefenslón porque en lugal
del Ayuntam!ento de Barcelona fuera el Ab~do del Estado el
encargado de oponerse al recurso contenCIOSO mterpuesto por la.
aludida rep~esentación procesal.

7. Por· ultimo. la representación procesal de los recurrentes. en
su escrito de alegaciones. da par integramente reproducidas todas
y cada una de la5 formuladas en su eSCrllO de demanda, señalando
que. a su JUlcjo,no se hablan prodUCIdo circunstancias que
obligasen a modificar aquéllas. .

8, Por lo Que se refiere a la pieza separada de suspensión. una
vez fOrJ~uladas las alegaciones de .las partes. la Sección. por
proVidencia de 13 de abril de 1984, acordó dirigir comunicación a
la Sala Primera de lo Contencioso-Admmistrativo de la Audiencia
Territorial de Barcelona. como autondad responsable de la ejecu­
c!on de la ~entencla de 21 de noviembre de 1983 de la Sala Cuana
del Tribunal Supremo, a fin de Que informara a este Tribunal
Constitucional respecto a la cuestíon de si podria seguirse perturba­
ción ~rave de los derechos de un tercero en el caso de que se
accedIera a la suspensión de la eJecufión de la antedicha sentencia.
..Asimlsmo acordó ia Sección. en la menCIOnada providencia.

dlflguse al AyuntamIento de Barcelona a tin de Que informara
sobre el ~stado actual del inmuehk' en cuestion y sobre los riesgos
Que pudIera acarrear la mencJOna{;a SUSlkmilón. acuerdo que se
reiteró por proVIdencia de 30 de mayo.

9. Con fecha 19 de sepuembrc de 1984. la Seccian acuerda
~querir al -:,~unta~ient<? de Barcelona pdra que remita el e.xpe­
diente adr~lImstratJvo numero 7blb-/6/1976 del Negociado de
Obras Pantculares"e Indusma::l. relauvo al expediente de ruina del
inmueble numero 70 de la rambla dc Capuchinos de dicha ciudad.

10. ~·on fecha 29 de octubre de 19H4. el Secretario general del
AyuntamIento de Barcelona remite el Informe en relación con la
suspensión solicitada por los recurrentes. asi como el mencionado
expediente administrativo.

11. Por pr.oVKlencIa de 7'de noviembre de 1984. se fija la fecha
de 14 de nOVIembre para deliberadon )' votación del presente

. recurso de amparo.

11. FUNDAMENTOS JlIRIDICOS

l. La cuestión que plantea el presente recurso de amparo es la
de determinar si la sentencia de' 10 de diciembre de 1982 de la Sala
Pnmera de lo ContenclOso-AdmlOistrativo.de la Audiencia Territo­
nal de Barcelona)- lade 21 de noviembrede 1983 de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo han vulnerado el artículo 24.1 de la
Constitución. al haber sido dictadas sin que en los ~rocesos

correspondientes se prodUjera el emplazamiento personal de los
ho) soliCitantes de amparo.

En el caso que no ocupa. el anuncio de la lOterposición del
recurso contenclOso-adminístraHvo. formulado por la señora De
vuadras y otros contra los acuerdos del .-\vunlamlento de Barcelo­
na q.tle denegaban la declaración de ruina solicItada. se publicó
mediante edirto lal como eStablece el articulo 60 de la LJ. en el
numero 12~ del «BoleHn Oficial de la ProVincia de Barcelona». de
24 de mayo de 1981. sirViendo de emplazamiento a las personas
qUc'con arreglo al articulo 29.1 b) de la menCIOnada Ley. estaban
legitimadas como parte demandada. de conformidad con lo estable·
c!do en el artículo 64 de la menCIOnada Lev.

2. Este Tribunal ConstJ1ucional ha declarado en diversas
ocasIOnes QU(' el derecho a la defensa. reconOCido en el articulo 24.1
de la Consluuclon. Implica la pOSIbIlidad de un JUICIO contradicto­
riO en el que las partes puedan hacer valer ~us derechos e intereses
legulmos. ! por ello el emplazamiento personal. al asegnrar la
compan:ccncia en juiCIO. se convierte en un Instrumento inelu(llhk
para garantizar tal derecho. En este. senudo. ha rel1l'l¡.hhl en
numerosas s~ntcnc¡as. en relación con el alcance del articulo 64 de
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la LJ. que es eXIgible el emplazamiento personal c'oando los­
legitimados como parte demandada fueren conOCidos e Identifica­
bles a partIr de los datos que figuren 'en el. escrito de interposiCión
del recurso contenclOso-adrnJnlstratívo o en el-expediente admIOls­
nativo. y que. en estos supuestos. la falla de dicho emplazamiento
supone una vulneración del mencionado precepto constitucional.

3. Pues bien. no cabe duda de que en el presente caso tal
vulneraCión se ha producido.

Los ahora demandantes de amparo. arrendatarios de la finca
cuya declaración de ruina fue. denegada por el AyuntamIento de
Barcelona y contra cuya resolución -confirmada en reposlcion­
recurrieron en via contencioso-administrativa los propietarios de
dicha finca. estaban legitimados para comparecer en tal proceso
contencioso. siendo. por lo demás. irrelevante la condición de parte
-<:odemandáda o coadyuvante- que podían asumir en el mismo:
del acto administrativo impugnado -la resolución denegando la
declaración de ruina soticitada por los proptetarios- se derivaban
para los recurrentes en amparo. si no derechos. al menos-intereses
legítimos. .

Por otra parte. en el expediente' admmistrativo en el que habian
comparecido oponiéndose formalmente a la repeuda declaraCión
de ruína constan con absoluta claridad los- datos necesarios para su

-indentificación.
. 4. La conclusión anterior no queda desvirtuada por la tesis

sostenida por la represent3¡;ión procesal de la senora De Qu~dras
y otros. de que al haber defendido la AdministraClót:1 su pOSICIón
defendió al propio tiempo el derecho de los que pudieran resultar
perjudicados de forma indirecta por la sentenda que recayera en el
proceso. pues, como este Tribunal indicó ya en .su sentenCIa
numero 48/1983 y ha reiterado ,también en la más reciente numero
86/1984. la indefensión por- falta de emplazamiento personal.
cuando sea proceden·te. no queda eliminada por la actuación del
defensor de la AdministraCión -que aquí fue. (;ontra lo que parece
afirmar aquella representación proCesal. el Abogado nombrado por
el Ayuntamiento de BarceJona y no el Abogado del Estado-. ya que
el·derecho a ser emplazado personalmente no tiene otra finalidad
((ue la de penmtir ejercer el derecho a ser oído directamente en el
proceso. al margen de Que las alegaciones Que puedan hacerse e~ el
mismo <:oincidan o no. entera o parcialmente. con las de cualqUiera
de las demas partes que el él hayan comparecido.

S. Finalmente. es preciso hacer algunas considtraciones' en
relación con los pronunCiamientos que. de acuerdo (,'on ei articulo
55 de la LOTe. debe contener la sentencia Que otorga el amparo.

Los recurrentes solicitan de este Tribunal que declare la nulidad
de las dos sentencias impugnadas y disponga la rNroacclón de las
acJuaciones al momento inmedIatamente posterior al dt: la Interpo~

slción del recurso contencioso-administrativo ante la Audit:nCla
Territorial de Barcelona.

Conviene. sin embargo. hª,cer notar que el prot:eso contencioso
seguido ante la Audiencia Territorial de Barce!ona concluyo por
sentenCIa que .confirmó eL acto administrativo impugnado-d
acuerdo mUnICIpal denegatoflo de la declaraclOn de ruina. solicita­
da por los propietarios del edificio-. acto que favorec-ia I,j sHuaCIOli
jurídica de los arrendatarios del inmueble y ahora ~ema1idf¡ntC'sde
amparo. Tal circunstancIa debe tornarse en conslderacll)II en el
momento de precisar el alcance del amparo. pues rawnes de
economia procesal aconsejan no anular una sentcncia que no ":/0
no incide negativamente en la situación jurídica de los recurrcnt~'-'.

sino Que confirma la tesis por ellos mantentda en reladón con la
pretensión deducida.

Es cierto. como apunta el Ministerio Fiscal en su escrito de
alegaciones. que~ en principIO y con carácter general. sólo pueden
ser panes en una segunda instancia quienes lo han Sido en la
primera.- pero. como el propio Ministerio Fiscal anade a conúnua­
cíón. esa regla no puede aplicarse a supuestos como el prest'nte en
el Que la incomparecenéia en la primera instancia no ha sido por
decisión voluntaria de los ahora demandantes de amparo. ~mo por
un defecto procesal no imputable a ellos (la falta de emfllanm¡.,;nto
personal y directo). que sólo puede remediarse en este C3.W. hr.~u:la
cuenta de las especiales características a que antes hemos alud~do.
permitIendo tal comparecencia en la segunda instancia.

Por 10. demas. esta solución. plenamente acorde con U!1a
i.Ilterpretaclón de las reglas procesales que es conforme con la
<- onstltUCIÓn y. en particular. con lo dispuesto en el af!Jculo 24.1
de la misma. ha sido adoptada ya por este Tribunal en otras
ocaSIones y concretamente. aunque por otro motivo -la sentencia
dictada en pnmera instancia fue antenor a la promulgación de la
COnStltUCIOn-.. en las sentencias antes citadas. entre otras. que
estimaron parcIalmente los recursos de amparo formulados contra
las sen.tencias de una AudienCia y del Tribunal Supremo. anulando
exclUSivamente la última y retrotayendo. en consecuencia. las
actuaCIOnes procesales al momento e",,-Que. tras-la IOterposlclón del
recurso de apt'lación contra la sentenCia dictada en primera
lf¡tl<ti'!CI3. deblo ser emplazada personalmente la entidad solicitanh:
del amoaro.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal ConstituCIonal.
POR LA AUTORIDAD QUEJE CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA.

Ha dectdido:

Primero.-Estímar parcialmente el rcurso de amparo y a tal
efecto:

al Declarar la nulidad de la sentenc.a de la Sala Cuarta del
Tribunal Supremo de 21 de noviembre de 1983..rec8lda en ~_I

recurso de apelación interpuesto por doña Nuna de Quadras Fehu
y otros contra la sentenc.a·de 10 de diciembre de 1982 de la Sala
Primera de la AudiencJa Tenitonal de Barcelona dictada en recurso
contencioso-administrativo sobre denegaCión de estado di' ruma de
la finca número 70 de la rambla de Capuchmos de Barcelona.

debiéndose retrotraer las actuaciones al momento mOlt'dlatamí.'nte
posteMor al de la tnterposlC'lon de dicho recurso de apelauun

b) Reconocer el derecho de los recurrentes. don A.ntoolO
Mena Navarro: don, Danllo Fregnan Glrardeilo. don (,regona
Simó-..sánchez y doña Fehettas Arcas ~ngulo. a ser emplazatl()8
personalmente por la Sala 9t" dicha ;I\.udlencla en el mem'Ionado
recurso de apelación. quedando restablectdos en su derecho me­
dIante la práctica de- dicho emplazamIento.

Segundo.-Desesumar el presente recurso de amparo en todo lo
demas.

Publíquese esta senlencla en el «Boletín Ofic181 del EstadO»

Madrid: 15 de nOViembre de IQ84.-Manuel Gar('la-Pelayo'
Alooso.-Angel latorre Segura.-Manuel DIez de VeJasco Valle.
jo.-Gloria Begué (antón-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-<\ngel
Escudero-del lorral,-Flrmadus y rubricados.

•

Advertidos elTOres en el texto de las sentencl3s del Tribunal
Constitucional publicadas en el suplemento al «Boletln OfiCia) del
Estado» número 261. de 31 de octubre de 1984. se transcriben a
co'ntínuación las oportunas rectificaCIOnes::

En la págIna l. en el sumano. segunda columna. tercer párrafo.
donde dice: .212/1982» debe dec.r- .12111982».

En la página ). ,primera columna. cuarto parrafo~ pluma línea.
donde dice: ,qficihado». debe decIr: «afiliado».

En la págma 3. segunda columna. primer párrafo. linea 23.
donde dice: «máblto». debe decIr: «amblto».

En la págIna 4. primera columna. tercer párrafo. linea 7. donde
dice: «aducidas». debe deCIr: «deducIdas». -

En la pagina 4. prImera t"lumna. Qumto párrafo línea 6. donde
dice: «poslbihdad de revocar». debe decir' «poslblhdad o Imposlbí­
Iidad de revocar».

En la pagma 6. pnmera columna. último párrafo. linea 8. donde
dice: «figra». debe decir: «figura».

En la página 8. primera columna. pnmer párrafo. línea 7. donde
dice: «afectada». debe decir' «afectaba».

En la página 8. pnmera columna. décimo párrafo. linea 2.
donde dice: «conmliclO». debe deCIr: «contllcto»

En la página Q. pnmera columna. tercer palTafo, linea 1. donde
dice: «Real Decreto », debe decIr «Real Decreto ]ó(b>.

En la pagma 10. primera columna. noveno parratb. línea 11.,
donde dice: «Belveis», debe decir' «Belvls».

'.]
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26365 CORRECC/ON de errores en el tex10 de las wmtenClas
del Trlhunal ConsttlllClona/, puhlicadas en el suple·
mento al (Bnleti't Qfh'lal del Estado)} número 261 de
31 de oc/ubre de 1984

En la página 10. segunda rolumna, sexto parrafo, línea 6. donde
dice: «BarrocaleJo». dehe deCIr. «BerrocaleJo».

En la pagma 11. segunda columna. segundo pálTafo. línea 13.
donde dIce: «tuela». debe decir: «tutela».

En la págIna t 2. segunda columna. tercer párrafo. línea 4. donde
dIce; «(melal». debe deCir «Imcial».

En la página 12. segunda columna. noveno párrafo. Imea 3.
donde dIce: «Valdehuncar». debe deCir: 4olValdehunar».

En la pagma 14. pnmera columna. cuarto pilrrafo. línea 3.
donde dice: «m viola» debe- decir: «no viola».

En la págma 16, pnmera columna. octavo párrafo. linea 6.
donde dice: ürücuto 30», <{ebe decJf: «art. 39».

En la págma 19. pnmera columna. qumto pilrrafo. linea 2.
donde dice: « de abril de '<182», debe decir: «6, de abril de 1'>82».

En la página 21. pnmera columna. tercer párrafo. lineas 2 a 4.
donde d.ce: ."Boletín OfiCial del Estado" número 112. de '11 de
mayo de IQ82. y "Boletm OfiCial del Pals Vasco" número 74. de
9 de Jumo del mismo año». debe decir: «eni:os Boletines Ofirlales
del Estado y del Pa,s Vasco. nuOT!. 112 de 1I de mayo y núm. 74
de Q de junio de 1982»

En la pagina. 23. segunda columna. cuarto párrafo. línea 11,
donde dice: «prorntores». debe decir: «promotores>~.

En la página 24. pnmera columna. qUinto parrafo. línea 14.
donde dice: «del 18,.. debe dec1f: «del 18 del mismo mes».

En la págma 25. primera columna. segundQ párrafo. linea 2. hay
que suprÍmir: «y representación». "

En la págIna 26. primera columna. noveno parrafo. Imea 4.
donde dIce: ..-15». debe deCir «151».

En la págma 28. pnmera columna. undécímo párrafo. línea 6.
donde dIce; «reemplazadas». debe decir: «remplazadas)).

En la págma 28. segunda columna. segundo parrafo. línea 14.
donde dice: 4<delito eqUIvalente». debe decir' «delito. eqUivale».

•


